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Sentencia del Tribunal Supremo 
sobre el contenido de las 
notificaciones individuales 
de valores catastrales 

e on motivo de la revi­
sión del Catastro Urba­
no llevada a cabo en la 

ciudad de Zaragoza en 1988 
el Tribunal Económico-Ad­
ministrativo Regional de Ara­
gó n, al estimar numerosas 
reclamaciones, consideró 
que las notificaciones indivi­
duales de los valores catas­
trales derivados de revisión 
que se ven ía n efectuando 
eran insuficientes por no 
contener información bas­
tante que facilitara al intere­
sado el conocimiento de los 
c riterios de valoración conte­
nidos en la Ponencia y la for­
ma de su aplicación para la 
obtención de dichos valores 
catastrales. 

Este criterio fue ratificado 
por el Tribunal Superior de 
justicia de Aragón en senten­
cia de l l de junio de 1990, 
contra la cual recurrió ame el 
Tribunal Supremo el enton­
ces O rga nismo Autónomo 
Centro de Gestión Catastral 
y Cooperación Tributaria. 

Dado el interés que tiene 
para las actuaciones de esta 
Dirección General, se trans­
cribe íntegramente la semen-

cía del Tribunal Supremo, de 
fecha 3 de marzo de l 995, 
por la que, al revocar la sen­
tencia del Tribunal Superior 
de justicia de Aragón de 11 
de junio de 1990, se declara 
suficiente y adecuado el con­
tenido de las notificaciones 
de valores catastrales en su 
día realizadas y que sigue lle­
vand o a cabo la Dirección 
General del Centro de Ges­
tión Catastral y Cooperación 
Tributaria. 

En la Vi lla de Madrid , a 
tres de marzo de mil nove­
cientos noventa y cinco. 

Visto por la Sección Se­
gunda de la Sala Tercera del 
Tribunal Supremo el recurso 
de apelación n º 7.029/90, 
interpuesto por el CENTRO DE 
GESTIÓN CATASTRAL Y COO­
PERACIÓN TRJBUTARJA, repre­
sentado por el Procurador D. 
LUIS PERIS ALVAREZ, contra 
sentencia de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Superior de jus­
ticia de A ragón de fecha 11 de 
junio de 1990, por la que se 
acuerda la desestimación del 
recurso contencioso-admi­
nistrativo n º 11 90/1989, 

interpuesto por el Centro de 
Gestión Catastral y Coopera­
ción Tributaria, contra la re­
solución del Tribunal Econó­
mico-Administrativo Regio­
nal de Aragón, de fecha 27 
de julio de 1989, por la que 
se estiman diversas reclama­
ciones interpuestas contra la 
fijación de valores y rentas 
catastrales de d is timos in­
muebles de naturaleza urba­
na situados en Zaragoza-ca­
pital. 

Antecedentes 
de hecho 

PRIMERO.-Por la Gerencia 
Territorial de Zaragoza-capi­
tal del Centro de Gestión Ca­
tastral y Cooperación Tribu­
ta ria se realizó la fijación de 
los valores y remas catastra­
les de las fincas urbanas del 
municipio de Zaragoza, de 
acuerdo con la Ponencia de 
Valores aprobada por e l 
Consejo Territorial de la Pro­
piedad Inmobiliaria de Zara­
goza-capital, de fecha 11 de 
noviembre de 1987, acuerdo 
que fue publicado en el Bole­
ún Oficial de la Provincia de 

21 de noviembre de 1987. 
Contra la notificación indivi­
dualizada de dichos valores 
se interpuso por los particu­
lares afectados reclamacio­
nes económico-administra­
tivas que fueron estimadas 
por resolución del Tribunal 
Económico-Adminisrrativo 
Regional de Aragón, de fecha 
2 7 de julio de 1989, en la 
que se anulaba la valoración 
notificada y se acordaba re­
poner el expediente para que 
se practique otra nueva de 
acuerdo con los datos y con­
sideraciones conten idos en 
tal resolución. 

SEGUNDO.-Contra la an­
terior resolución se interpuso 
por el Centro de Gestión Ca­
tastral y Cooperación Tribu­
taria recurso contencioso-ad­
ministrativo n ° 1 l 90/ l 989, 
ante la Sala de lo Comencio­
so-Adm in istrativo del Tribu­
nal Superior de justicia de 
Aragón, que fue desestimado 
por sentencia de 11 de junio 
de 1990. 

Literalmente, la parte dis­
positiva de la sentencia recu­
rrida es la siguiente: «FALLA­
MOS: PRlMERO.-Rechazamos 
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las causas de inadmisión de­
ducidas. SEGUNDO.-Deses­
timamos el presente recurso 
contencioso n ° 1190 de 
1989, deducido por el Orga­
nismo Autónomo «Centro 
de Gestión Catastral y Coo­
peración Tributaria». TERCE­
RO.-«No hacemos especial 
pronunciamiento en cuanto 
a costas». 

TERCERO.-Ante tal deses­
timación se ha interpuesto el 
presente recurso de apela­
ción, en el que el apelante so­
licita de la Sala que se dicte 
sentencia en la que, estiman­
do el presente recurso, revo­
que la sentencia de la Sala de 
lo Contencioso-Administra­
tivo del Tribunal Superior de 
justicia de Aragón, declaran­
do conformes a derecho los 
actos de determinación de 
los valores catastrales indivi­
duales de los bienes inmue­
bles sujetos a la Contribu­
ción Territorial Urbana en 
Zaragoza-capital y las notifi­
caciones de los mismos. El 
Abogado del Estado en su es­
crito de alegaciones suplica a 
la Sala que se dicte sentencia 
por la que se confirme la sen­
tencia apelada. 

CUARTO.-Cumplidas las 
prescripciones legales, se se­
ñaló para votación y fallo la 
audiencia del día dos de 
marzo, en cuyo acto tuvo lu­
gar su celebración. 

Siendo Ponente el Magis­
trado Excmo. Sr. D. Ricardo 
Enriquez Sancho. 

Fundan1entos 
de derecho 

PRIMERO.-El objeto del 
recurso se centra en deter­
minar si la fijación indivi­
dualizada de los valores y 

rentas catastrales realizada 
por el Centro de Gestión Ca­
tastral y Cooperación Tribu­
taria, y su posterior notifica­
ción a los distintos titulares 
de las fincas de naturaleza 
urbana situadas en el muni­
cipio de Zaragoza-capital se 
encuentra o no ajustada a de­
recho. 

SEGUNDO.-El represen­
tante del Organismo ape­
lante alega como fundamen­
to de su pretensión que los 
actos administrativos, como 
señala el artículo 40.2 de la 
ley de Procedimiento Admi­
nistrativo, ajustarán su con­
tenido a lo dispuesto en el 
Ordenamiento jurídico, en 
este caso concreto el artícu­
lo 270.4 del Texto Refundi­
do, y como señala el artículo 
93, contendrán solamente la 
decisión del expediente, en 
este caso, el valor catastral 
del bien inmueble. Por lo 
que descartada la ausencia 
de motivación como vicio 
determinante de la anulabi­
lidad del acto y demostrada 
la conformidad del acto a 
las exigencias de las dispo­
siciones aplicables (artícu­
lo 270 del Texto Refundido; 
artículo 40.2 y 93 de la ley 
de Procedimiento Admi­
nistrativo), debe entender­
se ajustada a derecho la ac­
tuación administrativa de­
sarrollada por los Servicios 
Periféricos del Centro de 
Gestión Catastral y Coope­
ración Tributaria en la revi­
sión de valores catastrales 
de Zaragoza-capital. Por su 
parte el Abogado del Esta­
do da por íntegramente re­
producidos los Fundamen­
tos de Derecho y los He­
chos que constan en la sen ­
tencia apelada, que se limi-

ta, como indica en el funda­
mento jurídico segundo, a 
hacer suyos los de la Abo­
gacía del Estado, que se 
contienen en la contesta­
ción a la demanda. 

TERCERO. -las ca racterís­
cicas actuales de la Contribu­
ción Territorial Urbana tie­
nen su origen en el Texto Re­
fundido de dicho impuesto, 
aprobado por Decreto 
1251/1966, de 12 de mayo, 
redactado en cumplimiento 
de lo dispuesto en los artícu­
los 241, de la ley 41 / 1964, 
de 11 de junio, disposición 
transito ria primera de la 
ley 230/1963, de 28 de di­
ciembre y artículo 1 del De­
creto-ley 16/ 1965. Texto 
que ha permanecido vigen­
te -con las modificaciones 
introducidas por el Real De­
creto-Ley 11 / 1979, de 20 
de julio- hasta abril de 
1986, al duodécima y novena 
respectivamente del Real De­
creto Legislativo 781 / 1986, 
de 18 de abril, por el que se 
aprueba el Texto Refundido 
de las Disposiciones Lega­
les vigen tes en materia de 
Régimen Local, el cual, a su 
vez, fue publicado como 
consecuencia del mandato 

contenido en la disposición 
final prime ra de la Ley 
7 /l 985, de 2 de abril, regu­
ladora de las Bases del Régi­
men Local. 

Según el artículo 252, del 
Texto Refundido de l 986 -
vigente en el período a que 
se remiten las actuaciones 
impugnadas- la Contribu­
ción Territorial Urbana es un 
tributo local de carácter real 
que recae sobre el importe 
de las rentas que anualmente 
producen o son susceptibles 
de producir los bienes de na-

turaleza urbana. Dicha Con­
tribución se exige con arre­
glo a las normas contenidas 
en esta Ley y en las disposi­
ciones que la reglamenten, 
cuya base imponible se esta­
blece en función de los valo­
res y rentas catastrales de ta­
les bienes. 

Ambos conceptos -valor 
y renta- y la relación exis­
tente entre ellos son objeto 
de regulación expresa en los 
artículos 266 y siguientes del 
mencionado Texto Refundi­
do de 1986, que permite a la 
Administración realizar de 
oficio y de acuerdo a un pro­
cedimiento administrativo -
con abandono del anterior 
sistema convencional de las 
juntas Mixtas- determinar 
cuales son el valor y la renta 
que de forma objetiva se 
pueden atribuir a los bienes 
de naturaleza urbana, valor y 
renta potenciales que pue­
den coincidir o no con los 
reales pero a los que no pue­
den, en ningún caso, sobre­
pasar ya que se fija el valor 
medio del mercado como el 
límite de la valoración catas­
tral o administrativa. 

CUARTO.-El procedi­
miento administrativo de fi­
jación de los valores catas­
trales, que se cuestiona en el 
recurso, se divide en dos fa­
ses, una primera de tasación 
o valoración colectiva y una 
posterior de determinación 
del valor individual, siendo 
impugnables en vía econó­
mico-administrativa prime­
ro y contenciosa después, 
los actos administrativos que 
ponen fin tanto a la primera 
como a la segunda fase. 

El actual sistema de valo­
ración catastral se halla regu­
lado por una serie de normas 



que carecen de rango de Ley 
y que están integradas por la 
Orden Ministerial de 22 de 
septiembre de 1982, (BOE 
de 5 de octubre de 1982), 
que aprueba las normas téc­
nicas para la determinación 
del valor catastral de los bie­
n es de naturaleza urbana, 
parcialmente modificada 
por la Orden de 3 de julio de 
1986, (BOE de 21 de julio de 
1986); la Orden de 13 de ju­
nio de 1983, (BOE de 21 de 
junio de 1983), por la que se 
dictan las normas sobre cua­
dro marco de valores del 
suelo y de las construcciones 
de aplicación en la revisión 
de los valores catastrales de 
los bienes de naturaleza ur­
bana y las Orden es de 31 de 
julio de 1985, (BOE de 3 de 
agosto de 1985) que prórro­
ga los valores módulo del 
suelo y de la construcción de 
aplicación en las revisiones 
de los valores catastrales du­
rante el trienio 1985-1987; la 
de 6 de abril de 1988, (BOE 
de 20 de abril de 1988), que 
modifica parcialmente la Or­
den de 13 de junio de 1983, 
y establece nuevos valores 
módulo a aplicar en las revi­
siones catastrales durante el 
trienio 1988-1990; y por úl­
timo la de 28 de diciembre 
de 1989, (BOE de 30 de di­
ciembre de 1989), por la 
que se aprueban las normas 
técnicas de va loración y 
el cuadro marco de valores 
del suelo y de las construc­
ciones para determinar el 
valor catastral de los bienes 
inmuebles de naturaleza ur­
bana. 

Una vez determinada, de 
acuerdo a la normativa ante­
rior, para cada finca o unidad 
urbana los valores, rentas y 

base imponible, mediante la 
aplicación de los valores e 
índices de valoración y co­
rrección , se procederá a pu­
blicar por edictos dichas ba­
ses imponibles, valores y 
rentas catastrales de las fin­
cas de cada polígono y se no­
tificarán de forma individual 
a cada contribuyente, tenien­
do efectividad respecto de la 
Contribución Territorial Ur­
bana, en el semestre natural 
siguiente al de su publica­
ción por edictos. 

QUINTO.-En consecuen­
cia, la valoración individua­
lizada no puede ser conside­
rada como un acto aislado 
que realiza la Administra­
ción, -en este caso el Centro 
de Gestión Catastral y Coo­
peración Tributaria, Orga­
nismo dependiente del Mi­
nisterio de Economía y Ha­
cienda-, sino integrado, como 
ya se ha mencionado, en un 
procedimiento complejo que 
se realiza en varias fases que 
resultan encadenadas entre 
sí y que dan lugar a la deter­
minación del valor que re­
sulta aplicable a cada inmue­
ble concreto. La exigencia de 
notificar a cada particu lar 
los valores e índices unita­
rios, tanto básicos como co­
rrecto res, referentes al suelo 
y a la construcción, que esta­
blece la sentencia de instan­
cia resu lta innecesaria, 
puesto que la normativa que 
resulta aplicable a las notifi­
caciones de los valores indi­
viduales, mencionada en el 
anterior fundamento, no 
exige otra notificación que la 
de la valoración resultante, 
de los datos de identifica­
ción y ubicación de la finca y 
los referentes a su titular así 
como el valor, la renta catas-

tral y las bases tanto imponi­
ble como liquidable a efec­
tos de la Contribución Terri­
torial Urban a. la notifica­
ción exigida por la sentencia 
de instancia afecta a la Po­
nencia o Cuadro de valores 
básicos del suelo, tipo de 
construcción e índices co­
rrectores que es una actua­
ción separada y anterior a la 
valoración singular de cada 
inmueble . Esta actuación 
también es impugnable en 
vía económico-administra­
tiva, precisamente en el pla­
zo anunciado en el acto d e 
exposición al público para 
general conocimiento y pre­
sentación de reclamaciones 
que no debe, por tanto, ser 
repetido al tiempo de notifi­
car las valoraciones indivi­
duales. 

SEXTO.-En cuanto a la 
pretendida vulneración del 
artículo 124 de la ley Gene­
ral Tributaria, hay que seña­
lar que este precepto hace 
mención a las notificaciones 
de las liquidaciones tributa­
rias tanto para las denomi­
nadas «directas» realizadas 
como consecuencia de tri­
butos de devengo instantá­
neo o primera liquidación 
de alta en matrícula o pa­
drón, como para los recibos 
consecuencia de tributos de 
carácter periódico, liquida­
ciones que aún no se han re­
alizado en el momento de 
presentar este recurso ya 
que el acto objeto de esta «li­
tis» no tiene tal naturaleza 
pues se trata de la determi­
nación de la base imponible 
aplicable a efectos de la Con­
tribución Territorial Urbana. 
Respecto a la necesidad de 
notificación de los hechos y 
elementos adicionales que 

motivan el aumento de la ba­
se imponible, que se estable­
ce en el artículo 121 de la 
misma ley, se ha llevado a 
cabo por la Administración 
en las actuaciones prece­
dentes a la notificación indi­
vidualizada de los valores 
catastrales, según consta en 
los autos, por lo que, al ha­
berse realizado aquélla de 
acuerdo a las normas que de 
forma específica y concreta 
regulan la aprobación de la 
valoración catastral y poste­
rior fijación individual, re­
sulta innecesario su reitera­
ción. 

SÉPTIMO.-los razona­
mientos expuestos condu­
cen a la estimación del re­
curso d e apelació n, por lo 
que procede, en consecuen­
cia, la revocación de la sen­
tencia recurrida y, a tenor de 
los términos del artículo 
131.1 de la Ley de la juris­
dicción no ha lugar a formu­
lar declaración de condena 
en costas. 

Fallamos 
Estimamos el recurso de 

Apelación promovido por el 
Procurador D. LUIS PERIS AL­
VAREZ, en nombre del CEN­
TRO DE GESTIÓN CATASTRAL 
Y COOPERACIÓN TRIBUTARIA, 
contra la sentencia de la Sala 
de lo Contencioso-Adminis­
trativo del Tribunal Superior 
de j usticia de Aragón, de fe­
cha 11 de junio de 1990, que 
se revoca, confi rmando los 
actos administrativos im­
pugnados sin hacer expresa 
condena en costas. 

Así por esta nuestra Senten­
cia, definitivamente juzgando 
lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos. • 
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